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de la obra como el depósito 
ante empresas especializadas, 
el acta notarial, recurrir a un 
servicio de correo electrónico 
certificado, realizar un regis-
tro a través de Blockchain o in-
sertar muescas en el código 
fuente”, un sistema éste que 
implica colar dentro del códi-
go fuente líneas de programa-
ción superfluas o inútiles que 
demuestren una autoría. 

“Aunque todas estas opcio-
nes son válidas y cada creador 
deberá buscar la herramienta 
que encaje mejor, la solución 
deseable es optar por una me-
dida combinada. Primero, y 
durante el desarrollo del vi-
deojuego, siempre es aconse-
jable incluir algunas marcas o 
muescas en el código fuente, 
para poder demostrar la auto-
ría original. A esto habría que 
sumarle un depósito notarial 
en el que se incluya la mayor 
información posible del juego. 
Frente a eventuales procesos 
judiciales, ésta es la herra-
mienta óptima de prueba, 
puesto que la intervención de 
un notario tiene toda la garan-
tía de la fe pública notarial”, 
concluye. 

¿Hace falta en España una ley 
específica para Pokémon Go?
El sector de los videojuegos se ha convertido en la industria de ocio audiovisual más importante del país. 
Sin embargo, esta área no está debidamente regulada o reconocida en el ordenamiento jurídico.

V. Moreno. Madrid 
La fiebre por el Pokémon Go o 
el imparable auge en nuestro 
país de las competiciones de 
deportes electrónicos –los eS-
ports–, son algunas de las 
pruebas más palpables de la 
importancia que tiene el sec-
tor del videojuego en España y 
que lo ha impulsado hasta la 
primera plaza dentro de la in-
dustria del ocio audiovisual e 
interactivo. Según datos de la 
Asociación Española del Vi-
deojuego (AEVI), en 2015, el 
consumo de videojuegos ge-
neró 1.083 millones de euros, 
lo que representa un creci-
miento del 8,7% respecto al 
año anterior. 

Sin embargo, y siendo ac-
tualmente éste uno de los 
mercados clave dentro del 
mundo de la cultura, esta in-
dustria no está debidamente 
regulada ni reconocida de ma-
nera expresa en nuestro orde-
namiento jurídico. “La Ley de 
Propiedad Intelectual (LPI) 
sólo permite encajar estas 
creaciones entre tres alterna-
tivas: como obras audiovisua-
les, como obras multimedia o 
como programas de ordena-
dor, siendo ésta última la op-
ción más habitual. Pero la pro-
tección como software es re-
duccionista, puesto que no tie-
ne en cuenta todos los ele-
mentos que compone un vi-
deojuego”, explica Maite 
Andreva, especialista en pro-
piedad intelectual de Mari-
món Abogados. 

Otros elementos 
Efectivamente, a los códigos 
informáticos hay que sumarle 
un derroche de elementos ar-
tísticos –guión, gráficos, músi-
ca, diseños artísticos– que no 
son tenidos en cuenta en la 
clasificación de software y 
que quedan desprotegidos. 

Frente a esta situación, son 
muchos los expertos que soli-
citan que se establezca un ré-

gimen específico y armoniza-
do que permita dar seguridad 
jurídica al conjunto de la in-
dustria del videojuego. Algu-
nos defienden una aproxima-
ción distributiva de los dere-
chos de autor, es decir, anclar 
una defensa legal indepen-
diente para cada uno de los ac-
tores que intervienen en el 
proceso. Sin embargo, Andre-
va apunta que sería preferible 
contar con una protección in-
tegral y específica de los vi-
deojuegos. “Es preferible que 
este tipo de creaciones estén 
protegidas por una legislación 
que cubra todos los aspectos. 
Además, hay que tener en 
cuenta que este tipo de cober-
tura integral no es incompati-
ble con la protección indivi-
dual de ciertos elementos co-
mo el guión o la música origi-
nal, como ocurre en el mundo 
del cine”. 

La letrada asegura que tra-
tándose de un sector tan lu-
crativo, y desprotegido, está 
convencida de que los cam-
bios legislativos llegarán rápi-
damente. “En una de las dis-
posiciones finales de la última 
reforma parcial de la LPI, en 

2014, se especificaba que el 
Gobierno se comprometía a 
realizar una reforma integral 
de esta norma. En esta revi-
sión completa de la norma de 
propiedad intelectual no sólo 
será importante generar un 
marco regulatorio específico 
para el sector del videojuego, 
sino que además habrá que in-
cluir nuevos actores como los 
youtubers o figuras desconoci-
das hasta ahora como los in-
fluencers, por ejemplo”.  

A la espera de que llegue 
una nueva regulación, la pre-

gunta es saber qué deben ha-
cer los creadores españoles 
para proteger los videojuegos 
ante posibles copias o plagios. 

Línea de defensa 
La letrada de Marimón Abo-
gados apunta que para que na-
die pueda hacerse con una 
idea original es esencial que se 
realice una inscripción del vi-
deojuego en el Registro de 
Propiedad Intelectual. El ob-
jetivo de este paso no es otro 
que el de causar prueba sobre 
la autoría en caso de conflicto 
legal. Sin embargo, la experta 
asegura que siempre es im-
portante adoptar alguna me-
dida adicional para poder de-
mostrar que se trata de una 
obra original. 

“Además de la inscripción 
en el registro –una alternativa 
barata y oficial, aunque lenta– 
se puede optar por otros siste-
mas para demostrar la autoría 

Las actas notariales 
o los mails 
certificados sirven 
para causar prueba 
sobre la autoría

Este sector necesita 
un régimen propio  
y armonizado que  
le otorgue mayor 
seguridad jurídica

La protección legal de un videojuego bajo la figura de software es reduccionista.

El gestor de 
una empresa 
en quiebra ha 
de demostrar 
la insolvencia 

Expansión. Madrid 
El Tribunal Supremo ha ava-
lado que sea el administrador 
el que demuestre que una so-
ciedad es insolvente y no pue-
de hacer frente a los impagos 
en caso de liquidación, de mo-
do que no sean los acreedores 
los que tengan que probar la 
existencia de bienes con los 
que pagar las deudas, según 
Efe. 

En una sentencia de la Sala 
Civil, con fecha del 13 de julio, 
el Supremo establece que pa-
ra imputar a los administra-
dores el impago de una deuda 
no basta el cierre de facto o la 
liquidación de la sociedad, si-
no que debe existir un incum-
plimiento nítido de un deber 
legal al que pueda anudarse 
de forma directa el impago de 
la deuda social. 

De otro modo, se corre el 
riesgo de atribuir a los admi-
nistradores la responsabili-
dad por el impago de las deu-
das en caso de insolvencia, 
cuando “no es esté el propósi-
to de la ley”. 

Pero el Supremo establece 
que la carga de la prueba re-
caiga sobre el administrador y 
no sobre los acreedores, es de-
cir, que sea aquel el que de-
muestre la insolvencia y la 
inexistencia de bienes con los 
que afrontar los pagos. 

El tribunal considera que 
los acreedores tienen muy di-
fícil demostrar que existen 
bienes suficientes para hacer 
frente a las deudas, en tanto 
que el administrador “tiene 
facilidad para probar lo ocu-
rrido, pues se refiere a su ám-
bito de actuación”. 

La sentencia del Supremo 
hace referencia a una socie-
dad que había cesado en su 
actividad en 2009, y que du-
rante el año anterior había de-
morado el pago de las deudas 
a un acreedor, al que se le en-
tregaron unos pagarés que 
vencían a final de año y que 
resultaron impagados. 

Desde entonces y hasta 
ahora, el administrador no ha 
procedido a la disolución de la 
sociedad ni a la liquidación de 
sus activos, por lo que la em-
presa contaba con cuatro 
vehículos susceptibles de ser 
embargados y, con ellos, abo-
nadas las deudas.

Opinión 
internacional
La Organización Mundial 
de la Propiedad 
Intelectual (OMPI) 
entiende que el nivel  
de complejidad está 
creciendo en el mundo  
de los videojuegos  
por el incremento  
de especialistas que 
participan en la creación 
de estas obras. Por eso, 
esta institución afirma  
en varios informes que 
sería beneficiosa una 
mayor claridad y 
armonización sobre la 
situación jurídica de los 
videojuegos tanto para  
el sector y las partes 
interesadas como para los 
jueces que se enfrenten  
a casos relacionados  
con este sector. 

Un videojuego no sólo 
es un programa de 
ordenador. Esta obra 
cuenta con un logoti-
po, un título, perso-
najes propios o soni-
dos que lo identifi-
quen que deben pro-
tegerse como marca 
tanto en España, 
como a nivel europeo 
o internacional.

MARCA


